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1.- VISTOS  

Por vía de apelación interpuesta por el señor defensor del procesado JOSÉ ANDRÉS CÁRDENAS, se conoce de la sentencia de condena proferida el pasado ocho (8) de febrero de 2006 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta capital, por medio de la cual se le declaró responsable por el delito de Tráfico de Estupefacientes y se le impuso como pena la de cuatro (4) años de prisión, multa por $ 716.000.oo, la accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas, sin derecho a la suspensión de la condena por razón del monto de la pena, pero se le concede la prisión domiciliaria.
No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

2.- HECHOS 

Fueron puestos en conocimiento de la autoridad judicial competente por medio de informe policivo y en los siguientes términos:

Siendo las 23:40 horas del día primero (01) de Octubre de 2004, agentes de la Policía Nacional adscritos a la Estación Pereira sorprendieron a un individuo en el parque “El Lago” ubicado en la carrera 8ª con calle 24 de esta ciudad, cuando expendía una sustancia que por su olor, color y demás características correspondía a marihuana. Para el instante de su aprehensión, la persona comprometida que dijo llamarse JOSÉ ANDRÉS CÁRDENAS le estaba vendiendo el vegetal al ciudadano NORBEY VÉLEZ MEJÍA; pero además, se dice, le fue encontrada en su poder, mimetizada entre su ropa interior, una cajetilla de cigarrillos y una chuspa negra, con un peso de 25 gramos aproximadamente. El citado VÉLEZ MEJÍA, al decir de la policía, aceptó haber adquirido dos cigarrillos en la suma de ochocientos pesos.
Por medio del respectivo pesaje, se constató que el peso neto del vegetal incautado, fue de 21.63 gramos.

3.- IDENTIDAD 

Se trata de JOSÉ ANDRÉS CÁRDENAS, identificado con la c.c. 9’868.284 de Pereira, natural de Pereira donde nació el 30 de Noviembre de 1982, vive en unión libre con Ángela María Bedoya Vélez, analfabeto, trabaja en construcción y figura sin antecedentes en su pasado judicial.
El procesado aceptó lo básico de la imputación fáctica: llevar consigo marihuana; dijo ser consumidor, pero negó enfáticamente haber estado vendiendo el vegetal.

4.- CARGOS
La Fiscalía Doce Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito, profirió Resolución de Acusación en su contra, al encontrarlo autor material de una conducta descrita como punible en el artículo 376.2 del Código Penal, bajo el rubro de Tráfico de Estupefacientes. 
Al ser problemática la definición del verbo rector atribuido (porte vs. expendio), la agencia Fiscal sostuvo textualmente: “Al confrontar las versiones existentes dentro del proceso, como son los dichos del procesado y la de los agentes, encontramos que al parecer los agentes tuvieron una apreciación diferente y confusa de los hechos, pues todo apunta que como lo manifiestan los compañeros del implicado, solo se trataba era de repartir la sustancia adquirida para consumirla, situación ésta que llevó a los agentes a inferir una venta; por lo demás, el testigo a que hacen referencia los agentes del orden del que se dice era el comprador de la sustancia no logró traerse al proceso, porque la dirección y nombre aportados no fueron correctos”. Por lo dicho, concluyó: “…en sentir de esta Sede Fiscal, no existe prueba suficiente de la envergadura requerida para formular cargos en contra del implicado por expendio de estupefacientes…” y más adelante: “…se encuentran satisfechos los requisitos de la norma que traemos en comento, como son estar probada la ocurrencia del hecho violatorio a la ley penal y la existencia de elementos de juicio suficientes que comprometen la responsabilidad de CARDENAS, pero por el porte de estupefacientes, no el expendio…”

5.- FALLO 

Le correspondió al Juzgado Cuarto Penal del Circuito finiquitar este asunto con un fallo de mérito, por medio del cual estimó probada la infracción en cabeza del señor JOSÉ ANDRÉS CÁRDENAS. Para ello, abordó los diferentes temas problemáticos que se surtieron a lo largo de la actuación, básicamente dos: uno de ellos, lo concerniente a la aseveración según la cual había sido menos la cantidad decomisada -argumento defensivo esgrimido en la injurada-, acerca de lo cual sostuvo que no había motivos para pensar que los uniformados tuvieran interés en perjudicarlo y por lo mismo era creíble que la incautación sí versaba sobre los 21.63 grs. de marihuana. El otro tema, referido al verdadero verbo rector que le podía ser atribuido (porte vs. venta), no le mereció mayor trascendencia a la señora Juez, pues al punto argumentó: “Otro tema que desató polémica, pero que en realidad no reviste mucha importancia, es el que tiene que ver con el verbo rector a imputar, pues la Fiscalía sostuvo por mucho tiempo que el procesado vendía estupefacientes y éste y su defensor alegan que no era más que un consumidor, un enfermo que mina su salud” (…) “Etimológicamente hablando vender es ceder algo por un precio y eso no se demostró, porque realmente no se presentó una prueba seria, una prueba que produjera certeza sobre compradores, producto entregado o sobre precio pagado”.
Le bastó a la a quo con la demostración de haber “llevado consigo” sustancia alucinógena que superaba la dosis personal, para sustentar la condena.

6.- RECURSO

El señor defensor, no estuvo conforme con la decisión adoptada en la primera instancia y por ese motivo la impugnó. Sus fundamentos los podemos concretar en:

- Su defendido fue aprehendido en flagrancia, cuando se disponía a consumir marihuana. El aceptó haber llevado consigo el estupefaciente (doce -12- cigarrillos de marihuana que había acabado de comprar), pero aclaró que se encontraba con varios amigos para conseguir los cigarrillos y consumirlos; además, que la cantidad que reportó el informe policial no era la realmente decomisada.
- Admite que su representado incurrió en un delito, pero considera que la pena que impuso la señora Juez no es justa, toda vez que no existen antecedentes en su contra; además, la intención que él tenía era solamente de consumir estupefacientes pues se trata de un adicto.
- Debe reconocerse, al menos, una duda en cuanto a la verdadera cantidad decomisada y a su destinación, pues se debe tener en cuenta la versión ofrecida por el sindicado y el hecho de no existir prueba acerca de la venta como lo quiso hacer ver el agente de la policía que suscribe el informe.

- Resaltó que si en verdad su cliente estuviese vendiendo los dos cigarrillos que se mencionan en la suma de ochocientos pesos, debió encontrársele el dinero, pero la realidad es que no tenía ni un solo peso para ese instante de la aprehensión. Lo que él hizo fue comprar, en compañía de tres amigos, doce cigarrillos en la suma de cinco mil pesos, suma que aportaron entre todos.
- Hace énfasis también, a que nada se puede creer del informe, toda vez que no fueron los agentes quienes lo capturaron, sólo lo recibieron de quienes se dijo eran miembros de la red de solidaridad. Además, recuerda que los informes de policía son meros puntos de referencia para la investigación y no una prueba de la responsabilidad en contra del procesado (art. 313 modificado por el artículo 50 de la Ley 504 de 1999, y 314 C.P.P.), razón de más para no tenerlo en consideración.
- No cree en el argumento que esgrime el Juzgado, según el cual: los uniformados no mienten porque no hay prueba de animadversión hacia el retenido; cuando la realidad es que para mentir no se requiere animadversión, basta el deseo de ganar un positivo ante los superiores.
- Finalmente, añade que los cargos se quedaron sin sustento, pues el supuesto testigo que respaldaba esa versión, no obstante estar identificado y aparecer dirección y teléfono, no fue posible hacerlo comparecer pues se desconoce su paradero.

- Al tratarse de un consumidor, los hechos no atentaron contra la salubridad pública sino contra su propia integridad. Y si se tiene en cuenta la exigua cantidad de estupefaciente que se dice llevaba, estaría incurso en una conducta bagatelar, como lo ha sostenido este Tribunal y la Honorable Corte Suprema de Justicia.

- Precisamente por no considerarse responsable, JOSÉ ANDRÉS no se acogió a sentencia anticipada, muy a pesar que de haber sido así la pena sería de tan solo 32 meses y se haría acreedor al subrogado penal.
En esos términos solicita la absolución.

7.- MOTIVACIÓN

Es de resaltar en este expediente que la confrontación jurídica y la carga argumentativa en pro y en contra de las tesis propuestas, es inversamente proporcional a la gravedad de lo acaecido, así es porque el hecho investigado se mostró desde un comienzo nimio, casi irrisorio, en consideración a la escasa cantidad de vegetal incautado (21.63 grs. neto al decir de la diligencia de identificación y pesaje); en cambio, la contienda emprendida por la defensa para atacar la posición Fiscal ha sido bien significativa.

Aquí se ha discutido todo, comenzando por la cantidad realmente decomisada al inculpado, pues se sostiene que esa escasa cantidad de hierba no fue la efectivamente incautada. A más de eso, se entró a desvirtuar que el vegetal lo hubiese tenido en su poder con fines de expendio, porque lo realmente ocurrido fue que lo había acabado de conseguir para consumirlo en compañía de otras tres personas que para ese instante lo acompañaban. Como si fuese poca la alegación defensiva, se agrega que así pudiera tenerse por probado que toda la cantidad que se menciona si fue decomisada y que en efecto le es atribuible su tenencia a JOSÉ ANDRÉS CARDENA, habría que concluir que se trata de una conducta bagatelar, insignificante, que no amerita sanción penal.
Vamos por partes:

¿Cuál fue realmente la cantidad incautada?

Al punto se observa demasiada confusión, pues mientras el informe policivo y las ratificaciones policiales refieren un total de diecinueve (19) cigarrillos de marihuana que le fueron hallados al aprehendido en la parte posterior de su cuerpo, más concretamente camuflados entre sus interiores, el indagado y las personas que posteriormente declararon a su favor, indican que para el instante de la aprehensión el joven JOSÉ ANDRÉS había acabado de cancelar cinco mil pesos por doce cigarrillos que guardó en la parte trasera de su cuerpo y de allí se los sacó la autoridad.

Una u otra cosa pudo ser, si tenemos en cuenta que en verdad no fue la propia policía la que llegó al lugar en un primer momento para efectos de la retención. No, la realidad procesal enseña, sin discusión alguna porque así lo refiere el mismo informe y lo confirman los testimoniales oficiales, que quienes se percataron de todo y procedieron inicialmente a la retención, fueron los integrantes de la red de apoyo; es decir, particulares que prestan cooperación ciudadana contra el delito. Siendo así, a los uniformados simplemente se les pasó la información y ellos procedieron a recibir al aprehendido.
En tan particulares circunstancias, se nos dice que lo real fue que JOSÉ ANDRÉS tenía consigo doce cigarrillos y que los restantes estaban en poder de sus compañeros, pero la autoridad decidió juntar esa droga para efectos de adjudicársela al que más cigarrillos tenía, que en nuestro caso lo era JOSÉ ANDRÉS.
Sumando argumentos, la conclusión de todo esto, podría ser que en verdad este joven tenía los doce cigarrillos para el preciso instante de la captura, pero previamente, minutos antes, tenía en su poder todos los diecinueve (19) que menciona la autoridad, pues como se sabe, fue él la persona encargada de adquirirlo.

¿Se estaba comprando o se estaba vendiendo?

Tampoco hay claridad en este punto, pues mientras el informe y los agentes sostienen que lo que JOSÉ ANDRÉS hacía era venderle a un sujeto que fue identificado como NORBEY VÉLEZ MEJÍA, el indagado y los testimonios a su favor aseguran que lo que hizo JOSÉ ANDRÉS fue adquirir a nombre de todos los que lo acompañaban esa cantidad de marihuana. 

De haberse localizado al citado NORBEY y poder ratificar el informe en ese sentido, todo estaría bien, pero ocurrió que esta persona no se pudo ubicar porque al decir de un informe del asistente técnico de la Fiscalía obrante a fl. 18 del expediente, ni la dirección ni el teléfono coinciden con la verdad, es decir, que el citado testigo (del que se sabe existe pues posteriormente se logró allegar fotocopia de su cédula de ciudadanía -fl.42-) mintió acerca de sus datos personales en cuando a la posibilidad de ser localizado.

Así las cosas y aunado al hecho ya comentado de no haber sido los uniformados las personas que se percataron en forma personal y directa de esta situación, pues quienes tuvieron la inicial reacción en pro de la comunidad fueron los miembros de la red de apoyo, es deber concluir, como lo hizo la Fiscalía al momento de acusar y lo ratificó el despacho del conocimiento, que los agentes del orden pudieron entrar en una confusión y que por lo mismo no hay lugar a sostener que se estaba en la actividad de expendio.
En síntesis, sólo le es atribuible a JOSÉ ANDRÉS CÁRDENAS, el “llevar consigo” material vegetal que resultó ser marihuana, en la cantidad ya anunciada.

¿Qué ocurre con la afirmación según la cual esa hierba no era para él solo sino para varios, es decir, él y las otras tres personas que lo acompañaban?

Lo primero a significar, es que en el plenario hay plena prueba de la condición de ADICTO en la persona de JOSÉ ANDRÉS. Así lo refieren no sólo las personas que dicen haberlo acompañado en aquél instante (Carlos Andrés Vélez y Oscar Darío Buitrago), sino también su compañera permanente Ángela María Bedoya Vélez quien confirmó lo dicho por JOSÉ ANDRÉS en su indagatoria en el sentido de tratarse de un toxicómano, e incluso haber salido de la casa para adquirir la marihuana tal y como era su costumbre.

Así las cosas, si tanto el aquí comprometido como sus amigos son compulsivos consumidores de marihuana y precisamente a eso iban al parque “El Lago” en esta capital, entonces surge la inquietud acerca de la posible aplicación de la figura del CONSUMO COMPARTIDO.

Ocurre, que el llamado consumo compartido entre adictos, es figura foránea aún no recogida en nuestro medio judicial, pero que de todas formas es importante su análisis para efectos de determinar la potencialidad de daño efectivo al bien jurídico de la Salubridad Pública. Se le define como aquella dedicación de un número reducido de personas que poseen adicción a los estupefacientes para su personal consumo en recinto cerrado y privado, sin efectos perjudiciales para terceros.

Ese tipo de acontecimiento, objeto de un estudio exhaustivo por la jurisprudencia penal Española,
 representa una excepción que ha dado lugar incluso a sostener la atipicidad bajo los siguientes presupuestos:

a)- Que los consumidores sean adictos.,

b)- Que el consumo proyectado ha de realizarse en un lugar cerrado sin riesgo de que terceros puedan inmiscuirse o que exista riesgo de difusión o de visión de tal consumo por los efectos perjudiciales que ello conlleva.

c)- Que la cantidad de droga sea pequeña, y capaz de ser consumida en el acto, evitando todo riesgo de almacenamiento que exceda del propio consumo compartido.

d)- Que el consumo compartido sea pequeño e intrascendente.

e)- Que las personas que integran el grupo de consumidores sean personas ciertas y determinadas, único modo de valorar su número y condiciones.

No es por supuesto el objetivo de esta colegiatura traer a colación el anterior enunciado jurisprudencial ibérico para acogerlo in integrum con miras a pregonar una presunta atipicidad de la conducta atribuida a JOSÉ ANDRÉS CÁRDENAS, al ser conscientes que se trata de una doctrina de discutibles alcances en el propio medio judicial Europeo en cuanto a generar indefectiblemente la atipicidad de esta clase de comportamientos, como quiera que sus opositores persisten en la primacía de la subsunción del comportamiento en la literalidad del precepto. Además, porque seguramente resulta inconsecuente con las reglas de política criminal que han orientado al legislador Colombiano, según lo ya anunciado.

Si seguimos los pasos contemplados por el citado estudio del consumo compartido, advertimos que no todos los elementos estarían dados para la situación que nos convoca, pues posiblemente uno de ellos sería discutible, concretamente el anunciado en el literal b), esto es, que no se tiene establecido que el consumo proyectado iba a hacerse en recinto cerrado sin potencial perjuicio para otros, pues lo que se sabe es que lo iban a consumir en vía pública, en un parque, como situación que deteriora la posibilidad de darle aplicación favorable a la figura pues son las mismas disposiciones penales que nos rigen las que consideran expresamente tal situación como susceptible de un mayor reproche social.
¿Podemos decir que la exigua cantidad de hierba incautada, así se tomara como destinada al consumo personal del justiciable, es bagatelar, insignificante y por lo mismo indigna de sanción penal?

Importante decir que para llegar a una respuesta acertada en el punto, es trascendental rescatar lo vertido en el acápite referente a si lo que aquí se llevaba era realmente para consumir o lo era para la venta. Como ya dijimos que la prueba obrante nos obliga a concluir lo primero y no lo segundo, tal y como también lo terminó aceptando la propia Fiscalía y lo ratificó la sentenciadora en su fallo, entonces es válido entrar a un estudio acerca de qué tan lesivo al bien jurídico es el proceder puesto de presente.

Cuando nos referimos a lo trascendente que es determinar el verbo rector, nos estamos separando abiertamente de lo asegurado en la sentencia de primera instancia cuando la señora Juez sostiene que ese problema de definir verbos rectores es intrascendente y por esa vía dispuso la condena. En contrario, hay que sostener que sí es bien importante concretar el verbo rector atribuible, pues marca una pauta definitiva hacia el estudio de la antijuridicidad material. Para corroborar este aserto, se traerá a colación el contenido de un salvamento de voto de quien ahora ejerce como ponente, cuyo contenido puede ser cotejado con lo expuesto por la Sala de Casación Penal de la Corte en el tema específico que aquí se propone. Veamos:
Si el tipo penal objeto de nuestro análisis está integrado por pluralidad de verbos rectores cada uno de ellos con una significación bien específica, tal vez más que en ninguna otra descripción legal se requiere precisar cuál fue exactamente la conducta que llevó a cabo la persona involucrada, porque una imprecisión en la denominación del comportamiento incide -y de qué manera- en las consecuencias del hecho punible. No se puede negar, por ejemplo, que vender o suministrar a otros sustancias estupefacientes presenta una connotación diferente al mero acto de llevar consigo para el consumo personal, pues ambos comportamientos poseen diverso grado de afectación al bien jurídico. 

No es infrecuente encontrar en los estrados judiciales una imputación por PORTE con la consiguiente aceptación por parte del procesado, pero seguida de una argumentación en audiencia para fallo que dan por hecho un EXPENDIO que no fue objeto de una aceptación clara y concreta. Esa forma de proceder no es consecuente con la lealtad procesal. Considero que la imputación no puede hacerse en forma genérica con mención de todo el artículo, hacerlo así da lugar a confusión e impide que se tenga conciencia, no sólo por parte del procesado y demás intervinientes, sino también del fallador, acerca de qué fue realmente lo admitido y cuáles serán las consecuencias de tal aceptación.

Para probar que la confusión aquí fue evidente, basta observar que desde la misma audiencia ante el Juez de control de garantías la defensa empezó a argumentar que la sustancia no se tenía para la venta sino para el consumo, situación inexplicable si entendemos que la imputación y consiguiente aceptación debieron estar referidas al expendio; pero luego, para mayor complejidad, la funcionaria de primera instancia dictó su fallo absolutorio bajo el entendido de que la imputación que se formuló y finalmente fue aceptada consistió en haber “llevado consigo” dos gramos de cocaína. Todo hace pensar que la consideración acerca de un delito bagatelar tuvo asidero aquí en el hecho de tenerse que circunscribir el caso al simple PORTE sin consideración al EXPENDIO, pues si se diera por probado y admitida la actividad de venta seguramente otra hubiese podido ser la decisión de la señora Juez del conocimiento.

Necesario es concluir por tanto, que si los hechos que dan lugar a una averiguación penal, refieren la conducta lesiva del expendio, así debe invocarse al momento de la imputación, pues lo contrario es simplemente buscar el facilismo para una pronta aceptación, pero pretendiendo lograr posteriormente objetivos judiciales que escapan a los límites en que quedó definida la acusación.

Y esta situación que se menciona va más allá de una simple irregularidad en el caso que ahora se juzga, porque posee dos características bien singulares: la primera, que los hechos investigados daban cuenta de una tenencia con fines de expendio y no de una tenencia para el simple consumo; y lo segundo, que la cantidad de estupefaciente incautado fue tan poca que la determinación de si era para el expendio o era para el consumo tenía marcada incidencia en la decisión judicial.

En tan particulares condiciones, no le era posible a la Fiscalía desconocer la realidad de los hechos y enmarcar caprichosamente el comportamiento a las reglas penales. Una equivocación en ese encuadramiento constituye imprecisión en la calificación que viola el debido proceso por desbordamiento de la potestad constitucional que le ha sido encomendada. 

No estamos en presencia de la dejación de un cargo por principio de oportunidad o por haberse llegado a una negociación, aquí de lo que se trata es de una omisión sustancial en el deber de impartir justicia, pues no está bien que a pesar de dar cuenta la investigación de la ocurrencia de unos hechos concretos (nos referimos al expendio), la referencia jurídica que de ellos se haga sea ambigua y termine por disipar la acusación real sin una argumentación atendible.

Este mismo Tribunal fue en alguna ocasión persistente en el criterio según el cual: la precisión del verbo rector al momento de hacer el cargo por el delito de Tráfico de Estupefacientes no es algo menor o intrascendente, representa un aspecto sustancial cuyo desconocimiento constituye nulidad que no puede convalidarse por la simple cita correcta del artículo. Veamos lo que al respecto se dijo en providencia de vieja data:

“No comparte la Sala esa apreciación del pronunciamiento consultado porque si bien la ley en una misma norma, enumera verbos alternativos, no puede acusarse por uno y condenarse por otro; no son similares; no los trae la ley en vía de ejemplo sino como enunciación taxativa, se incurre en violación a la misma cuando se ejecuta uno o varios de ellos, pero debe haber concreción del cargo” 

En conclusión, cada uno de los verbos rectores en los tipos alternativos hacen parte fundamental del nomine juris, razón por la cual la falta de concreción genera nulidad por indebida calificación, dado que la tipificación debe estar acorde con los hechos imputados para no dar lugar a divergencias argumentativas a la hora de dosificar la pena y constatar el merecimiento del subrogado penal o la posibilidad de la sustitutiva, con mayor razón en una terminación anticipada del proceso como es la situación que ahora nos convoca. Así las cosas, pienso que la decisión que aquí correspondía era la nulidad de la actuación para corregir la imprecisión de los cargos con miras a ser aceptados o no por la imputada en toda su extensión, y no la revocación para concluir el asunto con el fallo de condena.

Aseguramos por tanto, que el distinguir entre si fue porte o si fue venta sí tiene unas connotaciones bien significativas, no sólo para efectos de la congruencia y de los subrogados penales, como se acaba de observar, sino que tal situación se ve reflejada, además, en el análisis de la antijuridicidad material y para apreciarlo pasamos a transcribir los apartes pertinentes de un reciente fallo de la Honorable Corte Suprema de Justicia:
Con todas las consideraciones que desde el punto de vista político criminal se pueden elaborar acerca del mercado de la cocaína, resulta evidente afirmar que las cantidades que se acercan al límite de lo permitido para consumidores, se ubica en una sutil franja de lo importante a lo insignificante. Empero, si bien el legislador no le ha otorgado discrecionalidad al juez para modificar las cantidades en orden a su punibilidad, debe tenerse en cuenta que lo dispuesto para la dosis personal marca una pauta importante para fijar la ponderación del bien jurídico en orden a su protección.

(…)

La cuestión propuesta resulta en extremo aguda, dado el tenue límite entre un gramo permitido para el consumidor y los 1.24 gramos decomisados, porque resultaría sofístico afirmar que los 0.24 gramos convierten al consumidor en portador punible, potencialmente expendedor, deja de ser consumidor, salvo que no se trate de consumidor, caso en el cual, cualquier cantidad que porte sería pasible de punibilidad.

Así las cosas, el guarismo de 0.24 gramos resulta incuestionablemente insignificante en la mare mágnum del tráfico de estupefacientes y por tanto inane en el campo de la antijuridicidad material, 1.24 gramos en poder de un consumidor, resulta igualmente intrascendente en el marco de la antijuridicidad, empero, 1.24 gramos en poder de quien la elabora con fines de traficar, o de quien la ofrece, vende, lleva consigo, almacena o conserva sin ser consumidor, puede tener relievancia, menor pero de todas manera suficiente para un mínimo punitivo. (negrillas fuera del texto).

De todo lo expuesto, fácilmente se advierte que si de un consumidor se trata, la incautación de estupefaciente en cantidad muy próxima al límite máximo marcado por el legislador como dosis personal, constituye una conducta no relevante para el derecho penal por ser intrascendente la potencial lesión al bien jurídico de la Salubridad Pública.
Aquí lo que se concluye es que el vegetal que se dice llevaba JOSÉ ANDRÉS, persona adicta a quien no se logró comprobar venta, excede en tan solo 1.63 gramos la dosis personal para este específico estupefaciente (20 gramos en tratándose de la marihuana). Siendo así, está dentro del sutil rango al que alude la alta Corporación de Justicia, como no susceptible de afectar materialmente el bien jurídico referido. 
En esos términos, considera el Tribunal que el fallo que correspondía adoptar en este particular evento no era la condena sino la absolución, como lo ha deprecado con insistencia el profesional del derecho que asiste los intereses del procesado.

La decisión habrá de revocarse y en su lugar se dispondrá que la libertad que le fuera concedida al enjuiciado se conceda de manera incondicional.

Anotación Final

La presente decisión se profiere por Sala Dual, toda vez que hay lugar a aceptar el impedimento manifestado por la Dra. Irma Lucía Londoño Patiño, actual Magistrada (e) en esta Sala de Decisión Penal, quien en su condición de Juez Cuarta Penal del Circuito de esta capital, profirió la sentencia de cuya revisión se trata.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE ACEPTA el impedimento manifestado por la Magistrado (e) Dra. Irma Lucía Londoño Patiño al haber sido la funcionaria que profirió el fallo objeto de apelación en su condición de Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira.
SEGUNDO: SE REVOCA el fallo objeto de revisión y en su lugar SE ABSUELVE al procesado JOSÉ ANDRÉS CÁRDENAS, por lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia.
TERCERO: La libertad del procesado se torna definitiva.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

Magistrado






Magistrado
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

                                                  Secretaria de la Sala
� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo Español de 31 de Marzo de 1998, número 581/99 de 21 de abril, 499/2002 de 14 de Marzo, 1408/2002 de 26 de Julio, 1429/2002 de 24 de Julio, y muy especialmente, la Sentencia No 237 del 17 de febrero de 2003, M.P. Giménez García, Joaquín.  


� Tribunal Superior de Pereira. Auto del 31 de Octubre de 1990, M.P. Rocío Ramírez Múnera. 


� Salvamento de voto, emitido por el Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque dentro del proceso que se adelantó por Tráfico de Estupefacientes en la persona de Nelly Marulanda, Radicación 660016000035-2005-00200.


� CSJ, Sentencia de Casación Penal del ocho (8) de agosto de 2005, M.P. Dr. Herman Galán Castellanos, Casación Discrecional 18.609.
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